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I. La ley 8/2007 en la evolución de la legislación urbanística

La Ley 8/2007 de 28 de mayo es la quinta ley, (en materia de urbanismo 
que se aprueba sin tener en cuenta textos refundidos y reformas puntuales) 
desde la del 12 de mayo de 1956 en la que se aborda el urbanismo español, 
por primera vez, como “un conjunto orgánico”, según expresión contenida al 
principio de su Exposición de Motivos, y con una visión de conjunto de todo 
el territorio del Estado. 

Con esta Ley se pretendía superar aproximaciones anteriores realizadas 
en el siglo xix y en el mismo siglo xx, limitadas en cuanto a sus objetivos 
y circunscritas al ámbito local, fundamentalmente a los municipios: leyes 
de ensanche de las poblaciones (1864 y 1876); de saneamiento y mejora 
interior de las grandes poblaciones (1895), con el antecedente de una regu-
lación específica en la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 de la reforma 
interior de las grandes poblaciones; de solares (1945) y preceptos de la le-
gislación sobre régimen local (1924 y 1955) (Bassols, 1973).

Al periodo preconstitucional, caracterizado por un Estado marcadamente 
centralista, corresponde también la Ley de 2 de mayo de 1975 que reformó 
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la anterior y el texto refundido aprobado por Real Decreto 1346/1976 de 9 
de abril.

Sin entrar en su análisis, el ámbito de esta legislación preconstitucional 
se mantiene incluso en la primera ley promulgada después de la entrada en 
vigor de la Constitución, la Ley 8/1990 de 25 de julio, que se corresponde 
con el Estado compuesto (autonómico), como evidencia la aprobación del 
texto refundido de todas las disposiciones hasta entonces vigentes, ratifica-
da por Real Decreto legislativo 1/1992 de 26 de junio, y la comparación de 
los art. 2 de los textos legislativos de 1956-1976 y 1990-1992.

En el primer caso, se dice que la actividad urbanística se refiere al planea-
miento urbanístico, régimen urbanístico, ejecución de las urbanizaciones, 
fomento e intervención del ejercicio de las facultades dominicales relativas 
al uso del suelo y edificación. En el texto de 1992 se habla de planeamiento 
urbanístico, ejecución del planeamiento, intervención del ejercicio de las 
facultades dominicales relativas al uso del suelo y edificación, e interven-
ción en la regulación del mercado del suelo.

La discutida Sentencia del Tribunal Constitucional (stc) 61/1997 de 20 
de marzo (García de Enterría, 1998 p. 11)1 declaró inconstitucional en su 
mayor parte la Ley de 1990 y el texto refundido de 1992 sobre régimen del 
suelo y ordenación urbana por considerar que invadía competencias de las 
comunidades autónomas. Dado que la inconstitucionalidad se fundaba en 
razón de competencia, la sentencia hizo revivir preceptos que procedían 
de la legislación preconstitucional asumida en el texto refundido de 1992.2 

El urbanismo, como la ordenación del territorio, es competencia de las 
comunidades autónomas ex art. 148. 1. 3ª de la Constitución Española 
(ce). Por tal ha de entenderse, según el Tribunal Constitucional (tc):

las políticas de ordenación de la ciudad, en tanto en cuanto mediante ellas se 
viene a determinar el cómo, cuándo y dónde deben surgir o desarrollarse los 
asentamientos humanos y a cuyo servicio se dispone de las técnicas e instru-
mentos urbanísticos precisos para lograr tal objetivo (fco.6).

Pero el urbanismo, según la misma doctrina del Tribunal Constitucional, 
no se identifica con el Estatuto de la propiedad urbana, en tanto que el Es-

1		 Fue calificada como un “bombazo” o “tornado” y otras expresiones análogamente 
críticas manifestadas por un importante sector de la doctrina científica.

2		 También vigencia como derecho supletorio con diferente intensidad tienen los Regla-
mentos de Planeamiento, Gestión Urbanística y Disciplina Urbanística de 1978. 
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tado, en virtud del art. 149.1.1ª, ha de garantizar la igualdad en las condi-
ciones del ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento 
de los deberes inherentes a la función social.3

Dejando ahora el análisis de la interpretación que realiza la sentencia de 
esa competencia del Estado sobre la igualdad, manifestada en otras anterio-
res (stc, 56/1986; stc, 149/1991), para los efectos de lo que aquí interesa, 
es que coexiste con la competencia de las comunidades autónomas sobre el 
urbanismo.

Esa doctrina es aceptada por los legisladores posteriores. Así la Ley 
6/1998 de 13 de abril sobre régimen de suelo y valoraciones refleja en su tí-
tulo, en el que no figura la referencia a la ordenación urbana, las consecuen-
cias de la citada sentencia.4 La nueva Ley obedecía al propósito de evitar 
la inseguridad jurídica que se había producido por la amplia anulación del 
texto anteriormente vigente. Pero también, y a ello se alude expresamente 
en su exposición, a una nueva orientación de la política socioeconómica, 
consecuencia de la alternancia en el gobierno. 

Para consolidar su posición, el legislador se funda en otros preceptos 
constitucionales diferentes del citado a la igualdad, como el de bases y 
coordinación general de la actividad económica (art. 149.1.13ª); legis-
lación civil, (art. 149.1.8ª) aunque el Tribunal Constitucional reconoce 
que no puede fundarse en ese título toda propiedad5; legislación sobre 
expropiación forzosa y responsabilidad de las administraciones públicas 
(art. 149.1.18ª); y legislación básica sobre protección del medio am-
biente (art. 149.1.23ª), los mismos que había utilizado el legislador de 
1990-1992.

El contenido urbanístico, en sentido estricto, es acogido por la legisla-
ción de las 17 comunidades autónomas. En algunos casos por vía de urgen-
cia, aceptando sin más el derecho estatal anulado por la sentencia y apro-

3		 La función social delimita el contenido del derecho de propiedad de acuerdo con las 
leyes (art. 33 ce). Cfr. stc 37/1987.

4		 La Ley 6/1998 fue declarada conforme a la Constitución por stc 164/2001, salvo 
dos artículos, 16.1 y 38, por contener una regulación excesivamente concreta en contra del 
carácter de mínimo que debe tener la legislación estatal básica. 

5		 La propiedad ha dejado de ser después de la Constitución “núcleo de la legislación 
civil según la citada sentencia. La stc 170/1989 de 19 de octubre (f.jco. 8) recuerda que los 
poderes públicos deben delimitar el contenido del derecho de propiedad en relación con cada 
tipo de bienes”. Se corresponde esta aproximación constitucional con el carácter estatutario 
de la propiedad del suelo que se mantiene desde la preconstitucional Ley de 1956.
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bando medidas transitorias(Fernández, 1999, p. 850). El resultado es que en 
esta materia, el Estado compuesto se ha convertido en un Estado complejo.

La Ley 8/2007 se apoya en los mismos títulos competenciales que al 
Estado proporciona la Constitución, pero se separa de la anterior Ley, en 
realidad de toda la tradición legal anterior que critica en la Exposición de 
Motivos, al declarar con especial énfasis que:

se prescinde por primera vez de regular técnicas específicamente urbanísti-
cas, tales como los tipos de planes o las clases de suelo, y se evita el uso de 
los tecnicismos propios de ellas para no prefigurar, siquiera sea indirecta-
mente, un concreto modelo urbanístico y para facilitar a los ciudadanos la 
comprensión de este marco común. No es ésta una Ley urbanística, sino una 
Ley referida al régimen del suelo y la igualdad en el ejercicio de los derechos 
constitucionales a él asociados en lo que atañe a los intereses cuya gestión 
está constitucionalmente encomendada al Estado. Una Ley, por tanto, conce-
bida a partir del deslinde competencial establecido en estas materias por el 
bloque de la constitucionalidad que podrá y deberá aplicarse respetando las 
competencias exclusivas atribuidas a las Comunidades Autónomas en mate-
ria de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda y, en particular, sobre 
patrimonios públicos de suelo.

Se prescinde de “la técnica de la clasificación y categorización del suelo 
por el planeamiento” que se califica de técnica urbanística, “por lo que no 
le corresponde a este legislador juzgar su oportunidad”, aunque la critica a 
continuación. Lo cierto es, por utilizar las mismas expresiones de la Ley, 
que la clasificación del suelo en una ley estatal fue declarada como consti-
tucional por la stc 61/1997 (f.jco 14 y 15) en relación con la Ley de 1990 
y texto refundido de 1992 de un gobierno socialista, y por la stc 164/2001 
en relación con la Ley 6/1998 de un gobierno del opositor partido popular. 

La nueva Ley procura extraer consecuencias de la lectura de precep-
tos contenidos en el Capítulo Tercero del Título i de la Constitución sobre 
principios rectores de la política social y económica que han de informar 
la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes pú-
blicos. En concreto, el art. 45.1: “Todos tienen el derecho a disfrutar de 
un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el 
deber de conservarlo.”

Mientras que el art. 47 estipula:
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y 

adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y es-
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tablecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando 
la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la es-
peculación.

La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanís-
tica de los entes públicos.

En ese sentido se proponen tres estatutos subjetivos básicos:

1º)	 el de la ciudadanía en general, en relación con el suelo y la vivienda, 
con sus derechos y deberes de orden socioeconómico y medioam-
biental;

2º)	 el régimen de la iniciativa privada para la actividad urbanística, que 
afecta tanto al derecho de propiedad como a la libertad de empresa, 
reconocida en el art. 33 de la ce “dentro de la economía de merca-
do” que se concretará en la afirmación de que la urbanización es un 
servicio público y no forma parte, por tanto, del derecho de propie-
dad;

3º)	 el régimen estatutario de la propiedad del suelo, vinculado a concre-
tos destinos, en relación con lo cual el legislador alude a la clasifica-
ción del suelo que previamente había declarado rechazar, y manifies-
ta, de acuerdo con lo anteriormente sustentado, que la previsión de 
edificabilidad “por sí misma no la integra en el contenido del derecho 
de propiedad del suelo”.

II. El contexto de las leyes del suelo

Las sucesivas leyes que se refieren al urbanismo constituyen un reflejo de 
la propia historia del país. Las primeras aproximaciones del siglo xix, an-
teriormente mencionadas, se desarrollan en un ambiente en el que domina 
una concepción liberal de la propiedad y de las limitaciones físicas de las 
ciudades para hacer frente a crecientes necesidades de las poblaciones. Con 
esos datos, los ensanches de las ciudades, rebasando o derribando las “mu-
rallas” reveladoras de su origen militar, se concibieron como una operación 
destinada a fomentar la edificación, con beneficio para los propietarios, de-
bido a que la urbanización corría a cargo de los municipios, y estímulos 
fiscales a quienes cedieran de manera voluntaria terrenos para la apertura 
de las nuevas calles. 

No se trata de contar la historia, sino de mostrar unas pinceladas del 
contexto en que se aprueban las diferentes leyes y, en definitiva, las razo-
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nes últimas a las que responden. Situándonos en el de la legislación del 56 
habrá que recordar la situación que deriva de una guerra civil, agravada por 
el largo aislamiento internacional posterior a la Segunda Guerra Mundial. 
Un dato real, desde el punto de vista socioeconómico, es que se estaba pro-
duciendo un éxodo masivo del campo a la ciudad con un proceso de indus-
trialización en marcha, promovido inicialmente en virtud de una política 
autárquica. La situación a superar queda reflejada en la Exposición de Moti-
vos de la Ley del 56 al referirse a “un movimiento migratorio que, al no ser 
encauzado, concentra en algunas ciudades, a costa del medio rural, notables 
masas de población”. Lo fundamental era responder a una demanda masiva 
de vivienda a partir de un déficit considerable (Pérez, 1969, pp. 23-24).

Pese a la importante introducción de la técnica de la planificación, en una 
gradación que va desde un plan nacional, nunca aprobado, hasta los planes 
generales municipales a desarrollar fundamentalmente por planes parciales, 
superando la funcionalidad de las ordenanzas municipales y de la clasi-
ficación del suelo, aquella necesidad apremiante, respondida por un plan 
nacional de la vivienda, hizo que a ella se subordinara la acción urbanística, 
con incumplimiento de las previsiones urbanizadoras previstas en la ley 
(Laguen, 1972), y se desatendiera el interior de las ciudades en beneficio de 
su crecimiento (López 2007, pp. 26-27).

Junto con los planes de urbanismo jerarquizados y la clasificación del 
suelo y la calificación de usos, la Ley de 1956 configuró el carácter esta-
tutario de la propiedad, alejándose del concepto del derecho de propiedad 
liberal regulado por el Código Civil, con la consecuencia que ello supone 
en cuanto a las facultades y deberes de su contenido (edificar, cesiones obli-
gatorias, costeamiento de la urbanización) y en las valoraciones del suelo 
(valor inicial, expectante, urbanístico y comercial).6

La orientación del legislador del 56 no era tampoco susceptible de ig-
norar el contexto europeo, marcado por la ola de nacionalizaciones de la 
posguerra, de la política laborista sobre suelo y nuevas ciudades en el Reino 
Unido, la adhesión al keynesianismo y la exaltación del Welfare State. La 
acción de la administración estatal a través de diferentes organismos, como 
la Gerencia de Urbanización, constituyó un esfuerzo significativo en ese 
contexto (Pérez, 1969, pp. 23-24).

6		 Esa vinculación del contenido del derecho de propiedad del suelo a lo determinado 
por el plan, aceptado por las diferentes leyes y defendido mayoritariamente en la doctrina, se 
critica en A. Gallego Anabitarte, “Sobre la propiedad: observaciones histórico-dogmáticas y 
actuales”, RDU y MA, núm. 225, 2006, pp. 138 y ss., por no ser conforme con el artículo 33 ce. 
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Son diversas la causas por las que la Ley no alcanzó sus objetivos de un 
modo satisfactorio (González Pérez, 1968, pp. 61). Norma y realidad no 
coincidieron siempre. Hubo disposiciones que orillaron a su aplicación, la 
gran mayoría de los municipios no llegaron a aprobar sus planes de urbani-
zación, mal endémico, con la repercusión en la insuficiente oferta del suelo 
apto para ser urbanizado, aunque la propia Ley, ante la falta de plan, había 
previsto normas complementarias y subsidiarias. Los patrimonios munici-
pales del suelo, en los que se había confiado, no se constituyeron en una 
medida que pudiera ser significativa.

La reforma operada por la Ley de 1975 introdujo, entre otros asuntos, la 
clasificación del suelo, que ha predominado con ligeras variaciones hasta la 
actualida, en urbano, urbanizable y no urbanizable. El primero está caracteri-
zado por lo que acabará por denominarse, como principio, la normatividad de 
lo fáctico y, por tanto, definido por la existencia objetiva de determinados ser-
vicios, incrementados para los terrenos que dentro del suelo urbano se consi-
deran solares, disponibles para la edificación, eliminando la discrecionalidad. 
Obviamente, los suelos urbanizables, simplificando la clasificación anterior, 
son los aptos para ser urbanizados, mientras que los no urbanizables, llama-
dos rústicos, se subdividen en residual o común y de especial protección.

Respecto a las valoraciones del suelo se acentuó la orientación del valor 
objetivo, no coincidente con el del mercado, reduciendo los valores a dos: 
el inicial y el urbanístico. Por lo que se refiere a la clasificación del suelo, 
este esquema se mantendrá en la legislación estatal hasta la Ley de 2007 
y permanece en la legislación de las comunidades autónomas. Por lo que 
atañe a las valoraciones, que es competencia estatal, lo hará hasta la Ley de 
1998, estableciéndose un régimen unitario para todas las expropiaciones 
de suelo, cualquiera que sea su finalidad.

Ha sido un lugar común elogiar, en lo esencial, la competencia técnica 
de esta legislación. Pero los planteamientos estrictamente técnico-jurídico-
administrativos en esta materia, de fuerte componente social y económico, 
son insuficientes. Así lo reconoció el legislador de 1975, al denunciar “el 
vacío existente en el ordenamiento jurídico en orden a la conexión del pla-
neamiento físico con el planeamiento socio-económico”. La medida enton-
ces introducida, los Planes Directores Territoriales de Coordinación, ha sido 
una más de las buenas intenciones de las que está plagada la historia de la 
legislación urbanística.

Los legisladores de los noventa se encuentran con un contexto interna-
cional muy diferente: es la era de liberalizaciones, desregulaciones, privati-
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zaciones. La Ley de 1990 no altera, sin embargo, el esquema legal anterior. 
Intenta llevarlo a sus últimas consecuencias estableciendo que “el contenido 
de la propiedad inmobiliaria se integra mediante la adquisición sucesiva de 
varios derechos”, que han de ejercitarse en el tiempo fijado: a urbanizar, al 
aprovechamiento urbanístico, a edificar y a la edificación (art. 23, tr 1992).

Por lo tanto, se acentúa el protagonismo de la administración, que no 
se somete, empero, al cumplimiento de tiempos como los fijados para los 
propietarios. La Exposición de Motivos de la Ley 8/1990 lo manifiesta al 
describir:

la excesiva permisividad que disfrutan los propietarios del suelo, que –sin 
embargo reconoce– son los llamados en primer término a realizar las tareas de 
urbanización y edificación, por la rigidez, cuando no ausencia de los instru-
mentos de que dispone la Administración para hacer frente al incumplimiento 
por los particulares de los plazos señalados para la ejecución de dichas tareas, 
para incrementar los patrimonios públicos de suelo en medida suficiente para 
incidir en la regulación del mercado inmobiliario o para adscribir superficies 
de suelo urbanizable a la construcción de viviendas de protección oficial.

La Ley 8/2007, también patrocinada por un gobierno socialista, prescin-
dirá de esta “estructura secuencial” (Fernández, 1995, p. 124) de adquisi-
ción de facultades de la propiedad inmobiliaria, pero retomará los objetivos 
descritos en último término.

La crítica a este sistema, conceptualmente lógico y de difícil aplicación 
práctica, fue inevitable en el nuevo clima de liberalización. El legislador de 
1998 denuncia la multiplicación de intervenciones administrativas que con-
tribuye, con la limitación de la oferta de suelo, a “demorar hasta extremos 
irrazonables la conclusión de las operaciones de urbanización y la ulterior 
edificación”; se orienta en la “búsqueda de una mayor flexibilidad”. El as-
pecto económico del urbanismo cobra un vigoroso protagonismo.

El cambio de escenario había sido proclamado en un informe del Tribu-
nal de la Competencia en 1994. Su título es muy expresivo: Remedios po-
líticos que puedan favorecer la libre competencia en los servicios y atajar 
el daño causado por los monopolios. Uno de los capítulos se dedica a la 
“competencia en el mercado del suelo urbano” (Soriano, 1995, pp. 14)“,7 al 
que pertenecen estas palabras:

7		 Según su propia declaración, fue su ponente (p-1) y, claro, defensor de la liberaliza-
ción y desregulación, crítico de la Ley de 1990 y de los “mitos” de la legislación del suelo 
(pp. 14 y ss.).
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Que el uso del suelo debe estar intervenido por los poderes públicos es algo 
que nadie niega y así sucede en todos los países. El problema en España es 
un problema de la forma de intervención. El problema en España es que, en 
vez de fijar unas reglas generales de defensa de los intereses públicos, la au-
toridad urbanística va decidiendo todo hasta el extremo de poder determinar 
con el máximo detalle el uso de cada espacio.

La Ley, esta vez patrocinada por el partido popular, como consecuencia 
de la alternancia en el poder resultado de las elecciones de 1996, en su ex-
posición de motivos subraya que se precisa 

una enérgica rectificación cuyo norte no puede ser otro que la búsqueda de 
una mayor flexibilidad que, de un lado, elimine los factores de rigidez que se 
han ido acumulando y, de otro, asegure a las Administraciones públicas res-
ponsables de la política urbanística una mayor capacidad de adaptación a una 
coyuntura económica cambiante, en la que los ciclos de expansión y recesión 
se suceden con extraordinaria rapidez.

La Ley de 2007, nuevamente de impulso socialista, pondrá el acento en 
un “desarrollo sostenible”, de acuerdo con la importancia que tiene el me-
dio ambiente en nuestros días, reconocido en la Constitución y objeto de di-
rectivas europeas que obligan a España.8 La Exposición de Motivos califica 
de desarrollista la historia del urbanismo español contemporáneo volcado 
sobre todo en la creación de nueva ciudad”. Reconociendo que “el creci-
miento sigue siendo necesario”, entiende que debe minimizarse su impacto, 
además de apostar “por la regeneración de la ciudad existente”.

En estos tiempos no es difícil compartir tal orientación. La cuestión no 
estriba en los objetivos perseguidos, sino en comprobar si las medidas con-
cretas previstas en el articulado son adecuadas para alcanzarlos. Y es que, 
como el citado informe del Tribunal de la Competencia recoge y el propio 
legislador de 1990 había reconocido, existe un “abismo que se abre entre 
unas buenas intenciones y unos resultados no tan buenos”. Lo corrobora el 
balance de las diferentes iniciativas legislativas, no obstante lo que se ha 
avanzado y evidencia también la permanente lucha contra la especulación. 

8		 Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de junio, trans-
puesta al derecho español con retraso por Ley 9/2006 de 28 de abril, sobre evaluación am-
biental de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente. 
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III. La lucha contra la especulación

Un objetivo constante en todas las leyes que inciden en el urbanismo es 
combatir o impedir la especulación, referida a la obtención de un beneficio 
que se considera incompatible con la función social de la propiedad del sue-
lo. Un aprovechamiento injustificado desde el punto de vista del interés ge-
neral, al repercutir por distintas vías en el aumento del precio del suelo apto 
para la edificación que, en consecuencia, dificulta el acceso a una vivienda.

Regular la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para 
impedir la especulación a que alude el art. 47 de la ce, no figuraba en el 
proyecto inicial y fue incorporado, sin discrepancia, a propuesta de seis 
grupos parlamentarios. Los constituyentes recogieron así lo que estaba en el 
ambiente, desde la primera regulación del suelo. La Ley de 1956 se refería a 
ella diciendo que “malogra toda ordenación urbana, sustrae prematuramen-
te terrenos a la agricultura y al exigir por los todavía no utilizados precios 
de solar coloca a los adquirentes en difíciles condiciones de contribuir a la 
obra urbanizadora”.

Era uno de los problemas a resolver con que se enfrentaba la Ley y se 
manifiesta en su Exposición de Motivos:

La retención de terrenos por propietarios que no urbanizan ni edifican ni ac-
ceden a enajenar sus terrenos, para urbanizar y construir, a precios de justa 
estimación. En la evaluación del suelo que circunda el núcleo urbano prepon-
dera, en efecto, la tendencia de hacer actuar las expectativas de uso o rentas 
futuras, que se incorporan así, como valores adicionales, al valor actual del 
fundo; se computa indebidamente la plusvalía, que en su momento será el 
resultado principal de la inversión urbanizadora, sin tener en cuenta que en 
rigor debe estar ausente del cálculo, puesto que cuando, efectivamente, llegue 
a producirse, como consecuencia de las obras en proyecto, ha de revertir en 
gran parte a la comunidad, previa aplicación del tratamiento fiscal adecuado. 
Lo cierto es, sin embargo, que suelen pretenderse precios de especulación 
en lugar de precios reales, y en tanto se consigue o no, se hace imposible 
o se demora la movilización de propiedad territorial, es decir, se impide la 
parcelación, venta y edificación de los solares resultantes y la saturación del 
mercado con ofertas de terrenos a precios razonables. El beneficio que puede 
obtenerse de transformar el terreno rústico en solar es perfectamente lícito, 
siempre que sea el propietario quien haya costeado la urbanización determi-
nante de aquella mejora y subsiguiente incremento de valor. Pero, en cambio, 
la caprichosa elevación del precio cuando todavía no se ha urbanizado ni des-
embolsado por los propietarios el coste de las obras correspondientes implica 
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usurpación de algo no perteneciente al dueño y que repercute en perjuicio de 
la comunidad.

La cita es larga, pero muy expresiva y, por desgracia, no deja de tener 
alguna actualidad.

Para combatir esta situación se dispuso la creación de patrimonios públi-
cos de suelo y el registro de solares. En este caso se parte de la premisa de 
que el suelo que reúne las condiciones para la edificación, ésta debe llevarse 
a cabo. La retención indefinida sin construir era un mal que atacar. En de-
finitiva, por una y otra vía, se perseguía conseguir lo que se consideraba el 
objetivo central de la Ley: “disponibilidad de solares a precio justo”. 

El legislador de 1975 (19/1975 de 2 de mayo) reconoce lo que era una 
realidad proclamada por la doctrina (González Pérez, 1968, pp. 61): que la 
Ley del Suelo de 1956 fracasó al basar “su política antiespeculativa funda-
mentalmente en la capacidad de los patrimonios públicos del suelo para ser 
utilizados como reguladores del mercado y en la normativa sobre enajena-
ción forzosa de solares sin edificar”.

Su análisis de la situación se resume en estas palabras:

a pesar de los esfuerzos de gestión desarrollados en los últimos años y de las 
cuantiosas sumas invertidas para regular el mercado del suelo, el proceso de 
desarrollo urbano se caracteriza […] (entre otras notas) por la indisciplina 
urbanística y los precios crecientes e injustificados del suelo apto para el cre-
cimiento de las ciudades.

El legislador del 75 mantiene como “soporte estructural” el de la Ley 
del 56, “de magnífica factura técnica” así como “el general acierto de su 
concepción” elogiada por la doctrina científica,(García de Enterría, 1986, 
pp. 87) aunque reconoce que algunas de las causas de la insatisfactoria si-
tuación descrita “se pueden situar en el marco del ordenamiento jurídico”, 
más que en sus principios, en “su desarrollo insuficiente” o en la “defec-
tuosa instrumentación de las medidas articuladas para hacerlos efectivos” o 
en su inaplicación, como ocurrió con los patrimonios municipales de suelo. 
Para poner remedio, el legislador de 1975 añadió cargas de urbanización y 
cesión de terrenos.

La Ley 8/1990, 15 años más tarde, comienza su preámbulo aludiendo 
una vez más al:
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fuerte incremento del precio del suelo, que excede de cualquier límite razo-
nable en muchos lugares, lo que es hoy motivo de seria preocupación para los 
poderes públicos que deben promover las condiciones necesarias para con-
seguir una utilización del suelo de acuerdo con el interés general e impedir 
la especulación.

El legislador mantiene sustancialmente el esquema anterior llevándolo 
hasta sus últimas consecuencias en un esfuerzo lógico y dialéctico idealista, 
plasmado en la citada adquisición gradual de facultades dominicales por el 
cumplimiento de los deberes urbanísticos en los plazos determinados. La no 
solicitación de la licencia de edificación en el plazo fijado reducía el dere-
cho de aprovechamiento urbanístico en 50% y daría lugar a la expropiación 
forzosa por ese valor o a la venta forzosa en concurso público.

Esta alambicada construcción, llena de buena voluntad, sería calificada 
como “ingeniería jurídica de salón inventada para socializar a través de la 
urbanización y edificación acelerada un sistema urbanístico al servicio de 
un oligopolio de propietarios” (Parada, 1998, p. 84). Teniendo en cuenta los 
no sobrados recursos de los municipios, la aplicación del sistema en caso de 
incumplimiento de los deberes de los propietarios del suelo, beneficiaba sin 
duda a los promotores inmobiliarios que acudirían a los concursos públicos 
para ventas forzosas.

Para el legislador de 1998 el fracaso era imposible de ignorar y reclama-
ba una enérgica rectificación en busca de una mayor flexibilidad. Estaría en 
la línea de lo que la Ley de 1975 achacaría a su predecesora de 1956: “el 
afán perfeccionista de rigor lógico en la concepción y aplicación del planea-
miento, el idealismo de sus mecanismos, su escasa eficacia para controlar 
unos procesos de gran vitalidad y fluidez”. Esa crítica se asume por la Ley 
8/2007.

El legislador de 1998, sin variar la estructura tradicional, hasta donde 
le permitían las competencias autonómicas, orienta su dirección decidida-
mente al juego del mercado. Se trataría de incrementar la oferta de suelo 
apto para la urbanización a través de una mayor liberalización. Para ello, 
respetando las clasificaciones del suelo en urbano, urbanizable y no urbani-
zable, sin perjuicio de otras clases equivalentes reguladas por la legislación 
autonómica, da al urbanizable un amplio carácter residual. Estando el suelo 
urbano y el no urbanizable suficientemente determinados, presididos por 
el principio de “la normatividad de lo fáctico”, sobre todo después de la 
supresión por la Ley 10/2003 de la anterior discrecionalidad en el no urba-
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nizable, el suelo urbanizable, sencillamente, es el que no tiene la condición 
de los otros dos.

Dentro del urbanizable se distingue, sin embargo, a efectos de valoración, 
el incluido en ámbitos delimitados por el planeamiento para su desarrollo 
y el no incluido, que vendría a actualizar el programado y no programado 
de la Ley del 75. El no delimitado se valoraba como el no urbanizable.

Por otra parte, se pretendía estar al “valor real que el mercado asigne a 
cada tipo de suelo”. Éste es el único valor que habría de tenerse en cuenta, 
abandonado la dualidad de valores inicial y urbanístico a que se había redu-
cido la cuádruple valoración establecida en la legislación del 56.

En lo que respecta al suelo urbanizable delimitado, el valor contenía una 
referencia al aprovechamiento urbanístico que le corresponda. Que se in-
cluyen en esa valoración expectativas cuya realización no se ha efectuado, 
lo confirma la propia Ley (art. 37) al decir que se descartan aquellas ex-
pectativas “cuya presencia no está asegurada”, además de “los elementos 
especulativos de cálculo”. 

Durante su vigencia se ha producido un innegable boom inmobiliario con 
impacto en la economía, de la que ha sido un motor. Con ese dato podría 
concluirse que se ha cumplido el objetivo de política económica persegui-
do, con base en el título competencial esgrimido, que se usa también en la 
Ley de 2007, el art. 149.1.13ª sobre bases y coordinación de la planifica-
ción general de la actividad económica. 

También puede admitirse que en tal periodo, con independencia de un no 
satisfactorio respeto al medio ambiente, no ha existido una correlación ade-
cuada entre la oferta generada ni una distribución razonable de las necesida-
des de la sociedad (Caballería, 2007, pp. 22-23). El ritmo de la construcción 
ha acompañado a la mejora de la calidad de vida, puesta de manifiesto en el 
aumento de segundas viviendas, pero la vivienda sigue siendo un problema 
para ciertos segmentos de la población, como ponen de relieve las sucesivas 
encuestas oficiales de opinión.

El legislador de 2007 reconoce que existen “prácticas especulativas” 
cuyo fomento atribuye a la clasificación del suelo que, según expresa tam-
bién la Exposición de Motivos, “ha contribuido históricamente a la infla-
ción de los valores del suelo”. Por si hubiese alguna duda, las primeras 
palabras de la ministra de la Vivienda, al presentar el proyecto de Ley en 
el Congreso de los Diputados, señalaron que se trataba de “un proyecto en 
contra de la especulación urbanística” con invocación del correspondiente 
precepto constitucional. 
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IV. La respuesta de la ley de suelo 8/2007

La respuesta de la Ley 8/2007, que deroga la de 1982, rompe con una tra-
dición de la legislación sobre el suelo aprobada antes y después de la entra-
da en vigor de la Constitución. La Ley no viene forzada por una orientación 
realmente diferente en cuanto a la distribución de competencias estatales y 
autonómicas. El cambio de orientación es más ideológico, correspondiendo 
a la alternancia en el gobierno. Aunque no sea fundamental, el propio título 
de la Ley, que no es el tradicional del suelo, sino de suelo, es revelador de 
esa voluntad de diferenciarse. 

La descripción del itinerario seguido por las distintas leyes sobre suelo 
era, por ello, necesaria para comprobar la diferencia de la Ley vigente con 
las anteriores, que son una referencia dialéctica. Pero también para recono-
cer una cierta reviviscencia o actualización de orientaciones o principios, 
objetivos y soluciones propuestos en los antecedentes referidos. 

1. Estatuto de ciudadanía y transparencia

Desde su comienzo la Ley pone un énfasis especial en la perspectiva 
constitucional a partir de la cual quiere enfocar la materia, inexcusable en 
cualquier regulación en la misma, pero que en ésta figura de un modo os-
tensible.

El art. 1, relativo al objeto de la Ley, es una muestra inequívoca de esa 
orientación. No se trata de la ordenación urbanística (1956), de la propiedad 
urbanística (1990). No le es suficiente el contenido en la Ley de 1998: “con-
tenido básico del derecho de propiedad del suelo de acuerdo con su función 
social, regulando las condiciones que aseguren la igualdad esencial de su 
ejercicio en todo el territorio nacional”. 

Su redacción, no obstante, es equivalente a la de la Ley que deroga, po-
niendo en primer término y generalizando su frase final: “las condiciones 
básicas que garantizan la igualdad en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales relacionados con el suelo en 
todo el territorio nacional”. Entre esos derechos y deberes se quiere subra-
yar la importancia de lo medioambiental.

Con esta redacción en el inicio de la Ley se pretende, como ha comen-
tado  uno de sus intérpretes cuasi auténticos, subrayar que el destinatario 
primario de la ordenación territorial y urbanística ya no es el propietario del 
suelo, sino el ciudadano “ordinario” y también el ciudadano “cualificado” 
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en cuanto propietario del suelo y eventualmente empresario (Parejo, 2007, 
p. 77). Como habrá ocasión de analizar más adelante, no se trata de una 
cuestión de estética del lenguaje, arropado en la solemnidad de la Consti-
tución, sino de reducir la posición del propietario, no ya en relación con la 
administración pública, como servidora eficaz del interés general, sino tam-
bién de otros particulares que la ley cualifica expresamente.

Los derechos y deberes de los ciudadanos ordinarios y cualificados que 
se contienen en los artículos 4, 5 y 6 de la Ley son un eco y concreción de 
lo establecido en la Constitución o de lo referido en otras leyes.

Así sucede con el derecho a una vivienda digna y adecuada (artículo 47 
ce) a lo que se añade que sea accesible, cuya ambigüedad permite interpre-
tarla tanto en sentido físico como económico (Parejo, 2007, p. 101), aunque 
al decirse que sea “concebida con arreglo al principio de diseño para todas 
las personas” parece referirse más bien al primero. Esa concreción viene 
determinada por otra Ley9 y en todo caso podría entenderse como una obli-
gación inherente a la legislación de vivienda o construcción.

Se pone especial acento en considerar la vivienda no “como un bien de 
inversión, sino como bien de uso, en particular para residencia habitual”, no 
como cosa, sino como hábitat (Caballería, 2007, pp. 22).10 En ese sentido, 
el art. 4 se refiere a que la vivienda constituye el domicilio del ciudadano 
que esté “libre de ruido u otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo 
que superen los límites máximos admitidos por la legislación aplicable y en 
un ambiente y paisaje adecuados”. Proposiciones sin duda plausibles, que 
hermosean el texto con discutible necesidad de ser reiteradas.11

Los preceptos contenidos en el art. 2 (principios de desarrollo territorial 
y urbano sostenible) y en los que figuran los derechos (art. 4) y deberes 
(art. 5) de los ciudadanos, pertenecerían a lo que podría denominarse con 
la terminología del derecho comunitario como soft law, son “recordatorio 
de situaciones subjetivas dispersas en el ordenamiento jurídico” (López 
2007, pp. 83), remisiones a lo establecido en la legislación aplicable.

9		 Ley 51/2003 de 2 de diciembre, promovida por el gobierno anterior. 
10		 Cfr. Testimonio del director general de Urbanismo y Política del Suelo.
11		 Antes de esta Ley, la stc 119/2001 admitió el exceso de ruido como vulneración del 

derecho fundamental a la intimidad personal y a la inviolabilidad del domicilio reconocidos 
en el artículo 18.1 y 2 ce con referencia a los art. 10 y 45 ce (medio ambiente) y sentencias 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (tedh). En el mismo sentido Sentencias del 
Tribunal Supremo (ssts) de 12 y 26 de noviembre de 2007 y otras allí citadas.
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Así sucede con las recomendaciones de propiciar el uso racional de los 
recursos naturales, con armonización de “los requerimientos de la econo-
mía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres, la seguridad de las personas y la protección del 
medio ambiente, contribuyendo a la prevención y reducción de la contami-
nación” (art. 2).

Lo mismo acontece con el deber de “respetar y contribuir a preservar 
al medio ambiente, el patrimonio histórico y el paisaje natural y urbano 
o cumplir con lo establecido en la legislación sobre actividades molestas, 
insalubres, nocivas y peligrosas”, cuya primera regulación proviene, nada 
menos, que de 1961.

Se hace énfasis en el derecho a la información proponiendo “un sistema 
integrado” con el fin de “promover la transparencia (disposición adicional 
primera), poner a disposición de los ciudadanos copias completas de los ins-
trumentos de ordenación territorial y urbanística, debidamente actualizados 
(disposición adicional novena)”. Se remite a la legislación sobre ordenación 
territorial y urbanística el ya existente derecho de consulta, con obliga-
ción de contestar en un plazo no superior, en principio, a tres meses, con 
posibilidad de incurrir en responsabilidad en casos de incumplimiento (art. 
6.b) que se reconoce también en casos de aprobación de instrumentos de or-
denación o ejecución urbanísticos iniciados por los particulares (art. 11.4). 

Se atribuye al pleno municipal de los ayuntamientos la aprobación inicial 
y la que ponga fin a la tramitación de los planes y demás instrumentos de 
ordenación, la definitiva suele corresponder a la comunidad autónoma, así 
como de los convenios y se refuerza la incompatibilidad de los represen-
tantes locales.

Se reconoce el derecho a la participación en los procedimientos relativos 
a instrumentos de ordenación y ejecución urbanísticos, y de su evaluación 
ambiental. Poco se añade, como el informe de sostenibilidad económica en 
la documentación urbanística, y en algún caso se reproduce lo existente en 
la Ley derogada, como lo relativo al derecho de iniciativa de los particula-
res para ejecutar la urbanización. La propia Ley reconoce que en materia de 
expropiaciones y responsabilidad se recogen “sustancialmente” las mismas 
reglas que contenía la Ley de 1998.

Si fuera sólo por todo eso quizá no estaría justificada una nueva Ley, bas-
tando la reforma de la existente. Ha dado pie para que en la doctrina científica 
se hable de un “catálogo de buenas intenciones” (López 2007, pp. 33), o, con 
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mayor crudeza crítica, de “retórica, que como hojarasca, hay que apartar de 
inmediato” (Fernández, 2007, p. 66).

Otras son las cuestiones de mayor calado que suponen un cambio impor-
tante de la Ley respecto de la tradición legislativa anterior. Tienen que ver 
con puntos tan fundamentales como las denominadas “situaciones básicas 
del suelo” y su valor y con el contenido del derecho de propiedad y la fun-
ción pública en la urbanización.

2. Situaciones básicas del suelo

Una innovación fundamental de la nueva Ley es el rechazo de la clasifi-
cación del suelo que ha venido existiendo en las sucesivas leyes del suelo, 
incluidas las aprobadas después de la Constitución de 1978. La Exposición 
de Motivos de la Ley justifica tal omisión aduciendo que “la técnica de la 
clasificación y categorización del suelo por el planeamiento, como se venía 
haciendo en las leyes, es una técnica urbanística, por lo que no le correspon-
de a este legislador juzgar su oportunidad”.

La explicación parece residir en el respeto a la competencia de las co-
munidades autónomas sobre el urbanismo, pero no es correcta, porque el 
Tribunal Constitucional no anuló los preceptos de la Ley de 1990 sobre 
clasificación, ni tampoco los de la Ley de 1998. En realidad no se trata de 
una omisión, sino de un auténtico rechazo, porque a la clasificación se le 
atribuye haber contribuido a “la inflación de los valores del suelo”, cuestión 
unida reiteradamente a la especulación. Otra es la razón y tiene que ver, 
precisamente, con la nueva valoración que introduce la Ley.

El cambio es profundo al prescindirse de un elemento que se ha recono-
cido clave, como decía la Exposición de Motivos de la Ley de 1975, “para 
la determinación del régimen jurídico aplicable a los terrenos y para la re-
gulación del proceso de desarrollo urbano”.

Para la stc 61/1997, la clasificación del suelo “es presupuesto de la mis-
ma propiedad del suelo”. Sin ella “no sería posible regular condición bá-
sica alguna del ejercicio del derecho de propiedad urbana”, competencia 
reservada al Estado “puesto que constituye la premisa, a partir de la cual 
se fijan tales condiciones básicas”. Más aún, en ello tendría razón de ser la 
equivalencia de las clases de suelo reguladas por la legislación urbanística, 
de competencia autonómica a que se refiere el artículo 7 de la Ley de 1998.

Las clases de suelo (urbano, urbanizable y no urbanizable) se han mante-
nido hasta la presente Ley desde 1976, con algunas matizaciones. En la Ley 
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de 1990, dentro del urbanizable se distinguía el programado y no progra-
mado, si el planeamiento parcial, de desarrollo del general, debía o no ser 
aprobado en un plazo previsto. Esta subdivisión fue eliminada en la Ley de 
1998 pasando el suelo no urbanizable a tener un carácter residual, de acuer-
do con la orientación liberalizadora.

En leyes autonómicas como la Ley de Galicia 9/2002 de 30 de diciembre, 
de ordenación urbanística y protección del medio rural, dentro del suelo 
urbano se distingue el consolidado (solares o parcelas que mediante obras 
accesorias y de escasa entidad pueden constituirse en solares aptos para la 
edificación) y no consolidado. El suelo no urbanizable se denomina rústico 
y se reconoce una clase de suelo nuevo, de núcleo rural, de acuerdo con el 
peculiar asentamiento de la población.

De los pronunciamientos del Tribunal Constitucional se desprende in-
equívocamente que no era obligado el abandono de la clasificación del sue-
lo por el legislador de 2007, que se mantiene en las leyes autonómicas. Se 
ha hecho para justificar el cambio de orientación en cuanto al meollo de la 
cuestión, que no es otro que la valoración del suelo.

El propio preámbulo revela el propósito del legislador. Lo que importa es 
“fijar los criterios de valoración del suelo”. Y se sostiene que:

la clasificación ha contribuido históricamente a la inflación de lo valores del 
suelo, incorporando expectativas de revalorización mucho antes de que se 
realizaran las operaciones necesarias para materializar las determinaciones 
urbanísticas de los poderes públicos y, por ende, ha fomentado las prácticas 
especulativas.

La nueva Ley, en lugar de clases o categorías de suelo,12 habla de “situa-
ciones básicas del suelo”, que reduce a dos. “Todo el suelo se encuentra, 
a los efectos de esta ley, en una de las situaciones básicas de suelo rural o 
de suelo urbanizado” (art. 12.1). Ha desaparecido toda referencia al suelo 
urbanizable, pieza clave de la Ley del 98.

En la Exposición de Motivos se desvincula el suelo de lo que podría de-
nominarse dinamismo del planeamiento, lo que tendría consecuencias en la 
valoración del suelo, al eliminar las expectativas que aquel pudiera generar. 
De este modo lo justifica la Exposición de Motivos de la Ley:

12		 Aunque a veces se le escapa referirse a la clasificación como un elemento conforme al 
cual se ejercen las facultades que integran el derecho de propiedad del suelo (art. 8.1).
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En lo que se refiere al régimen urbanístico del suelo, la Ley opta por diferen-
ciar situación y actividad, estado y proceso. En cuanto a lo primero, define los 
dos estados básicos en que puede encontrarse el suelo según sea su situación 
actual –rural o urbana–, estados que agotan el objeto de la ordenación del uso 
asimismo actual del suelo y son por ello los determinantes para el contenido 
del derecho de propiedad, otorgando así carácter estatutario al régimen de 
éste. En cuanto a lo segundo, sienta el régimen de las actuaciones urbanísti-
cas de transformación del suelo, que son las que generan las plusvalías en las 
que debe participar la comunidad por exigencia de la Constitución. La Ley 
establece, conforme a la doctrina constitucional, la horquilla en la que puede 
moverse la fijación de dicha participación. Lo hace posibilitando una mayor 
y más flexible adecuación a la realidad y, en particular, al rendimiento neto 
de la actuación de que se trate o del ámbito de referencia en que se inserte, 
aspecto éste que hasta ahora no era tomado en cuenta.

Se ha procurado con ello “la separación del estatuto de la propiedad y 
la promoción” (Menéndez, 2007, pp. 73), como habrá ocasión de analizar 
más adelante. 

Para el cabal entendimiento parece preferible iniciar la exposición por el 
suelo urbanizado, que no se corresponde con la clase de urbano recogida 
hasta ahora y aceptada en la legislación autonómica, como la Ley 8/2002 de 
30 de Galicia, con las categorías de consolidado o con vocación de solar y 
no consolidado, necesitado de procesos de urbanización. 

Utilizando como elemento de muestra la citada Ley, se clasifican como 
suelo urbano los terrenos integrados en la malla urbana que cuenten con 
acceso rodado público, servicios de abastecimiento de agua, evacuación de 
aguas residuales y subadministración de energía eléctrica, o aun careciendo 
de esos servicios que estén comprendidos en áreas ocupadas por la edifica-
ción en al menos dos terceras partes (art. 11).

El suelo urbano consolidado está integrado por solares, entendidos como 
superficies legalmente divididas y aptas para edificar que cuentan además 
con acceso por vía pública pavimentada y alumbrado público; o por parce-
las que puedan adquirir esa condición mediante obras accesorias y de esca-
sa entidad que pueden ejecutarse simultáneamente con las de edificación o 
construcción (art. 12).

La situación básica de suelo urbanizado es más restrictiva: es el integra-
do en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población  
que serán determinados por la legislación autónoma, no sólo de una ma-
nera efectiva, sino también legal. “Se entenderá que así ocurre cuando las 



432 JOSÉ LUIS MEILÁN GIL

parcelas, estén o no edificadas, cuenten con las dotaciones y los servicios 
requeridos por la legislación urbanística o puedan llegar a contar con ellos 
sin otras obras que las de la conexión de las parcelas a las instalaciones ya 
en funcionamiento” (art. 8.3). La Ley contiene una referencia a la peculia-
ridad de “los núcleos tradicionales legalmente asentados en el medio rural”, 
como es el caso de Galicia, que dan lugar a una clase de suelo.

La falta de equiparación es clara y tendrá repercusión en el régimen de 
la propiedad.

Los terrenos que no reúnan esas condiciones se encontrarán en la situa-
ción de suelo rural, en la que se distinguen dos supuestos. El primero podría 
calificarse como no susceptible de urbanización y sería equivalente a la 
clase de suelo no urbanizable de la Ley de 1998 o rústico de la Ley gallega 
de 2002.

En definitiva terrenos que, por diferentes motivos, deban ser preservados 
de los procesos de desarrollo urbanístico. Es ahora objeto del apartado a del 
art. 12:

el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su trans-
formación mediante la urbanización, que deberá incluir, como mínimo, los 
terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación de protección 
o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los 
que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial 
y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, 
agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos 
naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes 
graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o ur-
banística.

El otro supuesto de la situación de suelo rural se contiene en el apartado 
b del mismo artículo: “El suelo para el que los instrumentos de ordenación 
territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo 
urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbaniza-
ción.” Se correspondería con la clase de suelo urbanizable. Los términos 
“prevean o permitan” son significativos para esa correspondencia.

El dualismo es claro y, por si no fuera suficiente con lo trascrito, el apar-
tado c precisa “y cualquier otro que no reúna los requisitos” del suelo ur-
banizado. Todo lo que no es urbanizado, podría concluirse, es rural. Por 
consiguiente, en una interpretación estricta, conforme a la literalidad y con-
tundencia de la regulación de la Ley 8/2007, en la situación de suelo rural 
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se encontrarían las clases de suelo urbanizable y urbano no consolidado, ya 
que no pueden estar en la condición de urbanizado “hasta que termine la 
correspondiente actuación de urbanización”.

Se ha defendido (Menéndez, 2007, pp. 71), la innovación de la Ley 
8/2007, desde un punto de vista lógico, porque obedece a un único criterio, 
objetivo o fáctico, a diferencia de la clasificación de suelos que utiliza cri-
terios heterogéneos: el fáctico para suelo urbano y no urbanizable rústico, y 
el del destino para el suelo urbanizable. Más allá de ese purismo lógico, lo 
que se revela es un distinto criterio de valoración y, por tanto, de derechos 
posibles de los propietarios del suelo. 

3. La valoración del suelo

La valoración del suelo en la Ley de 2007 pasa por su desvinculación de 
la clasificación del mismo (Fernández, 2007, p. 69)13, como reconoce explí-
citamente su Exposición de Motivos, y justifica, más allá de planteamientos 
teórico-dogmáticos, la opción adoptada de definir las dos situaciones bási-
cas antes expuestas. Éstas reflejarían una “situación  real del suelo y no su 
destino”. 

De varias maneras se insiste en la idea y sus consecuencias. “Debe valo-
rarse lo que hay, no lo que el plan dice que puede llegar a haber en un futuro 
incierto”, calificado de un modo absoluto. De lo que se trata es de excluir de 
la valoración lo que considera “meras expectativas generadas por la acción 
de los poderes públicos”.

Del alcance de esa actitud de la Ley da cuenta el art. 22.2. Al referirse a 
la valoración en el suelo rural dice con claridad que no podrán, en ninguno 
caso, considerarse expectativas derivadas de la asignación de edificabilida-
des y usos por la ordenación territorial o urbanística que no hayan sido aún 
plenamente realizados.

La expresión es rotunda y no admite gradación alguna en cuanto a la 
proximidad o lejanía temporal respecto de la culminación de la urbaniza-
ción exigida para la consideración de suelo urbanizado.

De acuerdo con estas expresiones y la definición de lo que es situación 
de suelo urbanizado, resulta que el suelo urbano no consolidado, así clasi-
ficado en las legislaciones autonómicas, pasaría a ser valorado como suelo 

13		 En contra de lo sostenido en la Ley, “desvincular clasificación y valoración del suelo 
es algo materialmente imposible”.
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rural. El problema es serio, como se reconoce por autor favorable a las nue-
vas situaciones básicas del suelo y no se resuelve, como se sugiere, con una 
posible aclaración en un futuro texto refundido (Menéndez, 2007, pp. 79).

Se prescinde no ya de la aptitud de un suelo para llegar a la situación de 
urbanizado, sino también, en principio, de la mayor o menor cercanía res-
pecto de esa situación de destino en un proceso de urbanización en ejecu-
ción. La posición adoptada por la Ley es paradigmática en cuanto al suelo 
consolidado, pero es también extensible al urbanizable delimitado. Concep-
tualmente será defendible, pero resultará difícil erradicar o cambiar arraiga-
das convicciones de propietarios de suelo y admitir que ninguna expectativa 
sea considerada a efectos de su valoración. El mercado del suelo obviamen-
te no es perfecto, pero prescindir de él resulta utópico (Fernández, 2007, p. 
69),14 incluso para el propio legislador.

Está por verse la dificultad que supondrá la Ley para las comunidades 
autónomas. El cambio radical se manifiesta en la disposición transitoria de 
la Ley que deja en evidencia la diferente valoración de ésta respecto a la 
anterior. Aquélla es de aplicación en los expedientes que se inicien a par-
tir de la entrada en vigor de la Ley, que no tiene efectos retroactivos. Para 
los terrenos que formen parte del suelo urbanizable incluidos en ámbitos 
delimitados se aplicarán las reglas de valoración de la Ley 6/1998 que prio-
ritariamente depende del “aprovechamiento que le corresponda del valor 
básico de repercusión en polígono, que será el deducido de las ponencias 
de valores catastrales (art. 27)”, siempre que no hayan vencido los plazos 
para la ejecución del planeamiento, o si lo hubieren, que sea por causa de la 
administración o terceros. Una valoración más favorable a los propietarios 
que la que corresponderá a terrenos físicamente equiparables que, según la 
Ley, pasarán a la situación de suelo rural. La Ley de 1998 equiparaba sólo a 
suelo rústico el urbanizable no incluido en ámbitos delimitados por el pla-
neamiento. Nada se dice del actual suelo urbano consolidado.

La valoración de los terrenos en el suelo rural consiste en “la capitali-
zación de la renta anual real o potencial, la que sea superior, de la explota-
ción”, según su estado en el momento de realizar la valoración. Esta regla 

14		 La ley puede decir lo que quiera, pero, diga lo que diga, todo plan de ordenación ur-
bana tendrá que precisar por dónde se va a extender la ciudad, por dónde van a prolongarse 
los sistemas generales que conforman su esqueleto. Y desde el momento en que lo diga el 
mercado se moverá inevitablemente en esa dirección, valorando más los terrenos situados 
en ella. No hay modo de evitarlo”. También en sentido crítico, J.L. González Pérez (dir.), 
Comentarios a la ley del suelo, vol. II, Thomson-Civitas, Madrid, 2007, pp. 996-997. 
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se corresponde con lo que la Ley de 1998 establecía como subsidiaria de la 
principal, que se fundaba en el “método de comparación a partir de valores 
de fincas análogas”, utilizado tradicionalmente en las expropiaciones for-
zosas para la fijación del justiprecio. La Ley de 2007 lo abandona “porque 
muy pocas veces concurren los requisitos necesarios para asegurar su ob-
jetividad, aunque la Ley de 1998 proporcionaba criterios para justificar la 
identidad de razón, y la eliminación de los elementos especulativos”.

El abandono del método de comparación en el suelo rural fue objeto de 
crítica en el trámite parlamentario15 y lo ha sido para la doctrina científica. 
En ese sentido se ha dicho que si “muy pocas veces” no concurren los re-
quisitos necesarios, ello significa que en algunos casos sí procede y su eli-
minación, por tanto, es arbitraria (Fernández, 2007, p. 71) cuando al menos 
podría ser un método subsidiario, invirtiendo la prioridad establecida en la 
Ley de 1998.

Se ha subrayado también la inadecuación del método, desde los propios 
principios de la Ley, por entender que se está identificando suelo rural con 
el susceptible únicamente de aprovechamiento agrícola, cuando la realidad 
ofrece otros (turismo rural, parques eólicos).16 Es una hipótesis contempla-
da en la propia Ley al reconocer el uso agrícola, ganadero, forestal, cine-
gético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos 
naturales y además, con carácter excepcional, usos específicos “de interés 
público o social por contribuir a la ordenación y el desarrollo rurales o por-
que hayan de emplazarse en el medio rural”.

Por otra parte, la Ley en su art. 22. 1. a admite que el valor establecido, 
consistente en la capitalización de la renta anual o potencial, podrá ser co-
rregido al alza hasta un máximo del doble en función de factores objetivos 
de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de 
actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental 
o paisajístico. Se matiza así la rotundidad de la negación de expectativas. 
No se admiten como reconocidas por la planificación, pero no se descartan 
como una realidad objetiva que no es ajena al mercado.

15		 Intervención del diputado del grupo parlamentario del Partido Popular (pp) Matos 
Mascareño que se sumó a una enmienda del diputado Jané, de Convergència i Unió (ciu) 
que consideró un disparate que se pague “un terreno donde van a construir viviendas o naves 
industriales a precio de una cosecha de plátano o de papas”, Diario de Sesiones del Congreso 
de los Diputados, núm. 2327, 2007, p. 11925.

16		 También es crítico R. Gómez-Ferrer, en la ponencia presentada en el III Congreso de 
la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo, Granada, febrero de 2008, 
con apoyo en la disposición adicional séptima. 
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Una consideración de las expectativas, de un modo indirecto y parcial, 
se contempla en el art. 24, que trata de la indemnización de la facultad 
de participar en actuaciones de nueva urbanización. Se refiere a terrenos 
“incluidos en la delimitación de ámbitos de actuación” cuando se impida el 
ejercicio de la citada facultad o altere sus condiciones modificando los usos 
del suelo o reduciendo su edificabilidad antes del inicio de la actuación o 
en circunstancias equivalentes, siempre que no exista incumplimiento de 
los deberes correspondientes. Dará lugar a una indemnización consistente 
en “la diferencia entre el valor del suelo en su situación de origen y el va-
lor que le correspondería si estuviera terminada la actuación”. No se trata, 
ciertamente, de una valoración que incluya las expectativas, no es un jus-
tiprecio, pero ese destino futuro está presente en lo que se configura como 
supuesto del daño indemnizable.

El objetivo último de la Ley no es meramente conceptual, sino lo es aba-
ratar el justiprecio de las expropiaciones y para ello se deroga el art. 38 y 
39 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954. El valor 
del suelo se pretende alejar, por esa vía, del valor del mercado en la búsque-
da de su valor real o auténtico, en la apreciación del legislador. Y no se trata 
de la expropiación propiamente urbanística, como pueden ser las relativas 
a dotaciones, incluidos los sistemas generales, sino relativas a toda clase de 
obras públicas.17

Al “valor real” se refiere el art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa. 
Es un ideal que cada legislador intenta definir. Para el de 1998 era el que “el 
mercado asigna a cada tipo de suelo”, aunque no de una manera autónoma, 
porque depende de la decisión de la administración en el mismo contexto 
legal, en función de que el suelo urbanizable estuviese o no previamente 
delimitado en el planeamiento. Es lo que rechaza el legislador de 2007.

4. Derecho de propiedad y función pública

La valoración del suelo, según su situación básica, incide en la concep-
ción que se tenga del contenido del derecho de propiedad, que es otra de las 
innovaciones fundamentales respecto de la Ley del 98. El régimen urbanís-
tico de la propiedad del suelo es estatutario, dice el art. 7.1 de la Ley, reco-

17		 El art. 25.2 de la Ley 6/1998, según la redacción de la 53/2002 de 20 de diciembre, 
decía que la valoración de los suelos destinados a infraestructuras y servicios públicos de in-
terés general supramunicipal, autonómico o estatal se determinaría “según la clase de suelo 
en que sitúen o por los que discurran”.
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giendo una doctrina consolidada desde la Ley de 1956. Régimen que resulta 
de su vinculación a destinos concretos.18 Las facultades dominicales sobre 
los terrenos se ejercerán, por tanto, con arreglo a lo dispuesto en la Ley y el 
planeamiento. En esto no hay innovación. Tampoco en el entrelazamiento 
público-privado que implica la coexistencia de la función administrativa de 
planificación con el régimen de la propiedad. Es en relación con el conteni-
do del derecho de propiedad donde se presentan los problemas y se eviden-
cia la orientación de las leyes correspondientes.

Ya el legislador de 1956 advirtió que “el régimen jurídico del suelo en-
caminado a asegurar su utilización conforme a la función social que tiene 
la propiedad [delimita su contenido según el art. 33 ce] resulta el cometi-
do más delicado y difícil que ha de afrontar la ordenación urbanística”. La 
cuestión no estriba en el reconocimiento de la propiedad privada, que es 
hoy un derecho constitucional, sino en el papel que ha de desarrollar en el 
proceso de urbanización.

El legislador de 1956 expresó un desideratum incumplible que reflejan 
estas palabras: 

si el ideal en la empresa urbanística pudiera ser que todo el suelo necesario 
para la expansión de las poblaciones fuera de la propiedad pública, mediante 
justa adquisición, para ofrecerla, una vez urbanizado a quienes deseasen edi-
ficar, la solución, sin embargo, no es viable en España. 

De acuerdo con la tradición legislativa, el derecho de propiedad contenía 
el de urbanizar. Así lucía expresamente en la Ley de 1990 impulsada por 
un gobierno socialista. Completar la urbanización en el suelo urbano, pro-
mover la transformación del suelo urbanizable, reconocía la Ley de 1998 
(art. 13, 14, 15) de orientación liberal. La  Ley de 2007 se separa de esa 
constante. El “ius aedificandi” se reconoce como contenido del derecho de 
propiedad “de acuerdo con nuestra concepción histórica de este instituto”;19 
que debe ser ejercido en los plazos establecidos (art. 9.1). En cambio, la 
urbanización no figura en el artículo 8, relativo al contenido del derecho de 

18		 El apartado 2 añade que “la previsión de edificabilidad por la ordenación territorial 
y urbanística, por si misma, no la integra en el contenido del derecho de la propiedad del 
suelo”.

19		 La stc 61/1997, no obstante, declaró que “el Estado puede plasmar una determinada 
concepción del derecho de propiedad urbana, en sus líneas más fundamentales, como, por 
ejemplo y entre otras, las que disocia la propiedad del suelo del derecho a edificar, modelo 
éste que ha venido siendo tradicional en nuestro urbanismo”.



438 JOSÉ LUIS MEILÁN GIL

propiedad del suelo. Tampoco se configura como un deber y, por tanto, sin 
consecuencia alguna por un incumplimiento no debido.

La razón se explicita en el preámbulo de la Ley. Se parte de calificar a 
la actividad urbanística como “una actividad económica de interés general 
que afecta tanto al derecho de propiedad como a la libertad de empresa”. 
Para continuar diciendo que “la urbanización es un servicio público, cuya 
gestión puede reservarse a la Administración o encomendar a privados”. En 
este caso “ha de poder ser abierta a la competencia de terceros”, con lo que 
se espera redunde en la “agilidad y eficacia de la gestión”.

Su justificación se hace con base en argumentos susceptibles de discu-
sión: que la urbanización suele, aunque no siempre, afectar a una pluralidad 
de fincas, “por lo que excede tanto lógica como físicamente de los límites 
propios de la propiedad” o que el urbanismo español “reservó a la propie-
dad del suelo el derecho exclusivo de iniciativa privada en la actividad de 
urbanización”. Esta afirmación no es exacta. Entre los sistemas de actua-
ción tradicionales y que figuran actualmente en la legislación autonómica, 
dos de ellos, el de expropiación y cooperación, tienen un protagonismo 
público evidente. Otra cosa es que el de compensación, en el que el prota-
gonismo corresponde a los propietarios, sea el más usado. Y en todo caso la 
dirección es siempre pública, como reconocía la Ley 6/1998 (art. 4.1). Lo 
afirmado se contradice, sin ir más lejos, con el reconocimiento en el art. 
4.2 de la Ley 6/1998, de la gestión pública a través de su acción urbanizado-
ra que promovería, eso sí, la participación privada, “aunque ésta no ostente 
la propiedad del suelo”.

Que los no propietarios de terrenos pudieran participar en la actividad 
urbanizadora pública estaba reconocido. La innovación de la Ley de 2007 
es que la titularidad de la actividad urbanizadora pertenece a la administra-
ción, que puede desarrollarla directa o indirectamente, mediante procedi-
miento con publicidad y concurrencia en este caso. Los propietarios podrán 
participar como un empresario más, no en su condición de propietarios, 
aunque el artículo 6. a deja un portillo abierto en el sistema al decir “sin 
perjuicio de las peculiaridades o excepciones que la legislación aplicable, 
supuestamente la autonómica, prevea a favor de la iniciativa de los propie-
tarios del suelo”, o, como con mayor claridad dice la Exposición de Moti-
vos, “sin perjuicio de que el legislador urbanístico opte por seguir reservan-
do a la propiedad la iniciativa en determinados casos, de acuerdo con esta 
ley que [poniendo la venda antes de la herida] persigue el progreso, pero 
no la ruptura”. 
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No se explicita el alcance de ese “sin perjuicio” que viene a relajar la 
rotundidad de la tesis mantenida por la Ley. Por otro lado, al admitirse esa 
excepción se está cuarteando el título competencial del Estado reconocido 
en el art. 1. 1. 1ª de la ce, que persigue garantizar la igualdad, en este 
caso en el ejercicio de derecho de propiedad, en que se basó la stc 61/1997 
para reconocer la competencia del Estado.20 La desigualdad está a merced 
de la aplicación que las comunidades autónomas hagan de esta cláusula de 
excepción a la regla general. No sólo se debilita el fundamento de la tesis 
central de la Ley, sino que abre la posibilidad a que sea impugnada de in-
constitucionalidad (Fernández, 2007, p. 68).

La opción asumida por el legislador de 2007 no es una novedad absoluta. 
Se corresponde con la figura del agente urbanizador incluida por primera 
vez en la Ley valenciana de 1994 (Fernández, 2007, p. 68) y admitida en 
otras leyes autonómicas como las de Castilla-La Mancha o Extremadura.

La opción de la Ley está respaldada por algún sector doctrinal que orien-
tó la Ley valenciana, a la que pertenecen estas palabras: “convertir al dueño 
civil en agente ejecutor de decisiones públicas tenía su lógica en un arcaico 
contexto económico falto de desarrollo industrial, empresarial y tecnológi-
co donde la tierra era un bien de capital importancia”.

La consecuencia de tal concepción, que se juzga obsoleta, era conside-
rar la urbanización como una carga accesoria de la edificación, como un 
derecho-deber del propietario. En esa línea se adscriben colegas como Pa-
rejo, o Gómez-Ferrer, quien ya en 1998 sostuvo que “no existe un derecho 
a urbanizar que corresponda al propietario como una facultad de su derecho 
de propiedad”, siendo las tradicionalmente cargas del propietario “presta-
ciones patrimoniales de Derecho público” (Gómez, 1998, p. 191); o Parada, 
con su defensa de un urbanismo de obra pública (Parada, 1998, p. 45). En 
una línea opuesta, T. Ramón Fernández ha sostenido que la Ley opera “una 
verdadera nacionalización del derecho a urbanizar perfectamente innecesa-
ria” (Fernández, 2007, p. 6).

La innovación de la Ley de 2007 es que generaliza la fórmula y en virtud 
de su orientación conceptual la iniciativa corresponde siempre a la admi-
nistración, aunque pueda encomendar o adjudicar la gestión a “privados”, 
a particulares.

20		 La stc 37/1997 sostenía en relación con la Ley de Andalucía de desarrollo agrario, 
que se pueden justificar distintos instrumentos jurídicos en atención a la propia localización 
de los bienes o en razón de las cambiantes condiciones económicas, sociales e incluso de 
orden cultural en cada parte del territorio. 
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Los propietarios tienen derecho a participar en la ejecución de actuacio-
nes de urbanización (art. 8. 1. c), entre las que se cuentan las de nueva 
urbanización para pasar suelo rural a urbanizado o de reformar o renovar la 
urbanización en un ámbito de suelo urbanizado (art. 14.1), por supuesto de 
acuerdo con un principio tradicionalmente reconocido de equitativa distri-
bución de beneficios y cargas entre todos los propietarios afectados.

Lo que sucede es que participarán como promotores de la urbanización 
junto a otros que no sean propietarios en el concurso público convocado al 
efecto.21 Si efectivamente resultan adjudicatarios del concurso, cualquiera 
que sea la calificación del negocio jurídico, se  sitúan en el lugar de la ad-
ministración, como demuestra el hecho de que la urbanización podría ser 
realizada directamente por ella.

Se ha evitado que se aplique la directiva europea sobre contratación pú-
blica teniendo en cuenta el pronunciamiento en sentido contrario de la stj-
ce de 12 de junio de 2001, asunto 399/98, Scala. (Fernández, 2007, p. 11).  
En este sentido, se trataría de adjudicar un convenio de los previstos en el 
art. 4.1. d de la Ley 30/2007 de 30 de octubre de contratos del sector públi-
co, que transpuso la Directiva 2004/18/ce, que están excluidos del ámbito 
de esa Ley. Pero para ello, ha de sostenerse que su objeto no se reduce a una 
obra pública, a menos que su cuantía no alcance el umbral establecido en la 
directiva y aceptado por la ley, sino que se trata de un objeto complejo en el 
que la obra pública es sólo una parte, siendo la principal la de proporcionar 
solares, aptos para la edificación, con destinatarios distintos, la administra-
ción en el primer caso, el particular en el segundo, corriendo los propieta-
rios con el coste, que puede ser pagado con cargo a lo urbanizado.

En todo caso, una naturaleza que ha sido objeto de diferentes opiniones22 
a cuya solución no ayuda la calificación de servicio público que se contiene 
en la Ley, si se toma en sentido estricto, ya que es evidente que no se trata 
de un contrato de gestión de servicios públicos regulado en la Ley de Con-
tratos del sector público.23

21		 Una descripción de la lucha entre propietarios que logran ser urbanizadores y otros 
que no lo han conseguido en lo que influye la brevedad de los plazos para las inversiones a 
realizar.

22		 Antes de la Ley 30/2007, contrato administrativo especial –así se define en la Ley 
Urbanística Valenciana (luv)–, convenio de colaboración, incluso encomienda de gestión 
con base en el carácter de agente, sobre todo tomando como punto de referencia la figura del 
agente urbanizador de varias leyes urbanísticas autonómicas.

23		 Art. 8 de la Ley 30/2007.
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La finalidad de esta orientación de la Ley, como de las autonómicas que 
han acogido la figura del agente urbanizador, es agilizar la urbanización y la 
gestión urbanística. La programación pasa a ocupar un papel relevante, que 
recuerda los programas de actuación urbanística de 197524 y también ahora 
se habla de un urbanismo concertado. Se trataría de programas de actuación 
integrada, de planeamiento y ejecución,25 más allá de los planes de sectori-
zación (art. 66, Ley gallega, ad exemplum).

La Ley 8/2007 expresa una clara intención de que este sistema sea el de 
general aplicación. En ese sentido, dejaría sin efecto al sistema de compen-
sación para ejecución del plan en el que los propietarios tienen el protago-
nismo, bajo la dirección de la administración. Ésta puede dejar sin efecto 
el sistema y sustituirlo por otro de protagonismo público, como la expro-
piación, si los propietarios no cumplen con su obligación de presentar en el 
plazo legal los estatutos y bases de actuación de la junta de compensación 
que han de constituir.26

Otra cosa es, como sucede en algunas comunidades autónomas, por 
ejemplo en Galicia, que el sistema análogo de concesión de obra urbani-
zadora sea uno más de los previstos tradicionalmente: de compensación o 
concierto, de ejecución privada y de cooperación y expropiación, de ejecu-
ción pública. Actúa en sustitución del de compensación, una vez transcurri-
do el plazo de dos años desde la aprobación del planeamiento que ordene el 
polígono correspondiente.27 El plazo puede ser determinante en disfavor de 
los propietarios para constituirse, de alguna forma, en promotores frente a 
los que lo son ya profesionalmente. Dependerá de las comunidades autóno-
mas. La Ley dice que no podrá ser inferior a un mes.

Con independencia del juego que las legislaciones autonómicas puedan 
dar a la excepción incluida en el citado art. 6, es evidente que la Ley de 

24		 Ley 19/1975 de 2 de mayo. Operaban sobre suelo urbanizable no programado dentro 
de la concepción abierta del plan, para atender imprevistos. Cfr. T.R. Fernández, El urbanis-
mo concertado y la ley del suelo, Instituto de Estudios Administrativos, enap, Madrid, 1974, 
pp. 116 y ss. Esa influencia se reconoce en la luv.

25		 Ampliamente con especial referencia a la comunidad valenciana y Exposición de Mo-
tivos de la correspondiente Ley Reguladora de la Actividad Urbanística Valenciana (lrauv). 
En la luv se reconoce su carácter complejo, con rasgos de los convenios administrativos, 
contratos administrativos y “antiguas figuras de urbanismo concertado”. La figura ha sido 
cuestionada por la Comisión Europea. 

26		 Art. 157, 158 y 159 del Reglamento de Gestión Urbanística.
27		 Art. 161 de la Ley 9/2002 de 30 de diciembre de ordenación urbanística y protección 

del medio rural de Galicia. 
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2007 ha apostado por los promotores (empresarios) frente a los propieta-
rios. Un colega, también ilustre, F. López Ramón, expresa sus dudas de 
que lo propuesto en la Ley de 2007 “resuelva adecuadamente los términos 
de un problema real”: que el camino adecuado se encuentre en beneficiar a 
unos propietarios (los de las empresas inmobiliarias) en detrimento de los 
tradicionales ,los del suelo, (López, 2007, pp. 129-131). Puede ocurrir que 
los propietarios renuncien a constituirse en promotores, siendo expropia-
dos, sin beneficiarse de los rendimientos que resultan de la urbanización, al 
fijarse el justiprecio por el valor inicial, inferior el del suelo urbanizado que 
puede ser pagado en especie. No puede utilizarse la expropiación en bene-
ficio del empresario (Parejo, 200, pp. 110,111).

El mismo artículo 6.1. a señala que el procedimiento para adjudicar la 
ejecución de la urbanización ha de contener criterios “que salvaguarden 
una adecuada participación de la comunidad en las plusvalías derivadas de 
las actuaciones urbanísticas”. Queda en esta determinación un amplio mar-
gen del que pueden beneficiarse el propietario y el empresario mediante la 
correspondiente negociación. También para la discrecionalidad, ya que la 
gestión indirecta de la urbanización por el empresario o agente urbanizador 
se hace cuando la administración no la realice, sin que la Ley exija moti-
vación. De ese modo las plusvalías no recaen en la administración pública, 
sino en un particular, el empresario (Parejo, 200, pp. 110,111).

No es aventurado sostener la posición de ventaja que en la práctica ten-
drá el que es empresario promotor (Fernández, 1995, p. 74). Se refuerza 
en la Ley (art. 31) al rescatar la procedencia de la venta forzosa, como 
alternativa a la expropiación, que contenía la Ley de 1990, del mismo sig-
no partidario, en beneficio de los promotores, al no cumplir en tiempo el 
propietario el deber de ejercitar sus facultades, entre las que figuraba la de 
urbanizar.

5. Vivienda accesible: reserva de suelo y patrimonios públicos de suelo

Como manifestaciones de soft law se establecen criterios básicos de utili-
zación del suelo, como destinar, por las administraciones competentes (co-
munidades autónomas y municipios) “el suelo preciso para satisfacer las 
necesidades que lo justifique” o atender a principios de accesibilidad uni-
versal, de igualdad de trato y de oportunidades de hombres y mujeres, de 
movilidad y de eficiencia energética.
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Pero el mismo art. 10 en su apartado b da un paso más, y al prever que 
se destine suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso 
residencial, dispone que la legislación autonómica y los instrumentos de 
ordenación, principalmente municipales, reservarán como mínimo, para vi-
vienda sujeta a régimen de protección pública, un 30% del suelo destinado 
a uso residencial. No es una novedad completa, porque una reserva con ese 
destino figuraba ya en legislaciones autonómicas. Ahora se generaliza, de 
modo que aquellas que no lo hubieran previsto o hubieran dispuesto una 
cuantía menor, al cabo de un año tendrán que incluirlo (disposición transi-
toria primera).

Esa reserva no determina la titularidad del suelo afectado que puede ser 
pública o privada. La Ley prevé reservas de suelo para actuaciones de ini-
ciativa pública, como una de las finalidades de los patrimonios públicos de 
suelo (art. 34) que, como los municipales de larga tradición a los que sus-
tituye28 en parte por la existencia de comunidades autónomas, responden al 
mismo objetivo de hacer efectivo el derecho reconocido en el art. 47 de la 
ce de accesibilidad a una “vivienda digna y adecuada”.

La Ley establece expresamente que integran esos patrimonios, de ámbito 
no estrictamente municipal, los recursos y derechos que adquiera la admi-
nistración en virtud del deber legal de entregar el suelo correspondiente con 
ocasión de una actuación de transformación urbanística (art. 16.1. b).

La Ley reproduce los términos de los patrimonios municipales del suelo 
en cuanto a su finalidad29 y destino,30 y sigue  reconociendo su carácter de 
patrimonio separado, afecto a un fin específico, que no puede confundir-
se con los generales de la administración respectiva. Pero se introducen 
modificaciones significativas que pueden desviar a los patrimonios de su 
finalidad tradicional, por más que se diga que los bienes y recursos que los 
integran deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a al-
gún régimen de protección pública (art. 34.1), porque a renglón seguido 
se añade que podrán ser destinados “a otros usos de interés social”, ahora 
ya no de acuerdo con el planeamiento.

28		 La Ley deroga los artículos 276 y 280.1 del texto refundido de 1992 que continuaban 
vigentes después de la stc 61/1997.

29		 Regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de inicia-
tiva pública y facilitar la ejecución de la ordenación territorial (del planeamiento en el texto 
refundido de 1992).

30		 Conservación y ampliación de patrimonio. Ahora se añade administración. 
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La desviación puede ser más clara al reconocer la Ley que los ingresos 
obtenidos mediante la enajenación de los terrenos que integran los cita-
dos patrimonios, o el dinero percibido en sustitución del deber legal de 
entrega de suelo, pueden destinarse no sólo a la conservación, administra-
ción y ampliación del patrimonio separado sino “a los usos propios de su 
destino”, como una alternativa. Ciertamente se incrementa la flexibilidad, 
pero se aleja del objetivo de “realimentación” continua del patrimonio, en 
cuya afirmación se ha esforzado la doctrina (Quintana, 2007, p. 209) y la 
jurisprudencia,31 que se han pronunciado por rechazar la utilización de los 
patrimonios municipales de suelo como un medio de financiación de los 
municipios.

La accesibilidad a la vivienda está condicionada por su coste. En ello in-
fluye la escasez de suelo para uso residencial, y obedece a diferentes causas, 
y en último término depende del mercado y del comportamiento de los em-
presarios (Gónzalez Pérez, 1968, p. 271); pero también de las administra-
ciones públicas y de los legisladores competentes en materia de ordenación 
urbanística, que ahora son las comunidades autónomas.

Es un lugar común reconocer la complejidad y excesiva duración del pro-
ceso de planificación. La congelación de suelo que supone la elaboración 
del plan, empezando por la suspensión del otorgamiento de licencias, con-
lleva efectos perversos para los objetivos perseguidos: se encarece el suelo 
disponible, la oferta no se adecua a la demanda, el coste final del producto 
(vivienda, locales comerciales, etcétera) está influenciado por esa prolon-
gada espera (Meilán, 1995, p. 11). La Ley intenta acortar tiempos muertos 
para agilizar la ejecución de los planes, dando protagonismo al sistema del 
empresario promotor o agente urbanizador anteriormente expuesto.

6. La aplicación de la Ley

La Ley 8/2007 se enfrenta con un problema nada fácil: su aplicación. 
En virtud de la distribución de competencias estatales y autonómicas, las 
leyes de estas últimas tienen la decisión definitiva en lo que es propiamente 
urbanismo. 

A las comunidades autónomas corresponden numerosas competencias, 
según refiere la Ley. A ellas se dirigen preceptos de soft law menciona-

31		 Un examen de la jurisprudencia del Tribunal Supremo, en B. López-Jurado, “Los 
patrimonios públicos de suelo”, Monografías de la Revista Aragonesa de Administración 
Pública, núm. 14, 2007 (separata), pp. 195 y ss. 
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dos con anterioridad. En virtud de su competencia sobre urbanismo y el 
deliberado propósito de la Ley de no regular cuestiones urbanísticas, a la 
legislación autonómica toca garantizar la dirección y control del proceso 
urbanístico por las administraciones públicas, de acuerdo con el carácter de 
función pública del urbanismo, así como la participación de la comunidad 
en las plusvalías generadas por la acción de los poderes públicos y fomentar 
la participación privada (art. 3.2).

En relación con la iniciativa y ejecución de la urbanización, las comuni-
dades autónomas tienen margen para interpretar en beneficio de los propie-
tarios en qué puedan consistir las peculiaridades o excepciones del sistema 
previsto en la Ley. Hasta qué punto podrán seguir manteniendo el sistema 
de compensación, de ejecución privada, por los propietarios frente al desi-
deratum de la Ley claramente favorable al empresario promotor.

La clasificación del suelo, que por el abandono de la Ley se ha dejado a 
la exclusiva competencia de las comunidades autónomas, no dejará de plan-
tear problemas respecto de su reconducción a las situaciones básicas del 
suelo. No es impensable que se pretenda reconocer el desaparecido suelo 
urbanizable en el suelo rural que los instrumentos de ordenación territorial 
y urbanística de competencia autonómica “prevean o permitan su paso a la 
situación de suelo urbanizado” (art. 12.2. b).

El suelo urbano consolidado, reconocido en la legislación autonómica, 
va a ser presumiblemente un punto de fricción, como se adelantó. La stc 
164/2001 (fjo. 19 y 20) con doctrina reiterada en stc 54/2001, declaró que 
las comunidades autónomas tienen competencia para procurar, “en los lí-
mites de la realidad”, qué se entiende como suelo urbano consolidado. Esa 
apelación a la realidad va a hacer difícil de identificar en el actual suelo 
urbano no consolidado con el suelo rural, ya que según el citado art. 12.3, 
no deja de serlo “hasta que termine la correspondiente actuación de urba-
nización” cuando, además, el art. 14.2 reconoce que el inicio de esa ac-
tuación se fija en virtud de que se hayan aprobado y sean eficaces todos los 
instrumentos de ordenación y ejecución y “empiece la ejecución material” 
de las obras.

Es razonable que corresponda a la legislación de las comunidades au-
tónomas disponer sobre los usos y utilización de los recursos en el suelo 
rural (art. 13). A la legislación autonómica se atribuye también fijar el 
porcentaje de la edificabilidad que corresponde como cesión de suelo a la 
administración competente, dentro de los márgenes establecidos por la Ley 
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(5% y 15%), que puede excepcionalmente reducir o incrementar hasta un 
máximo de 20%.

La Ley 8/2007 introduce un cambio profundo en cuestiones fundamenta-
les. Habrá que comprobar su eficacia, la resistencia a su aplicación y espe-
rar el pronunciamiento del Tribunal Constitucional. La opción preferencial 
por el empresario promotor de un modo radical hace surgir la duda acerca 
de si es la vía más eficaz para impedir la especulación y para que la comuni-
dad participe en las plusvalías urbanísticas de las que habla la Constitución.

El abaratamiento de las expropiaciones, por su parte, podría justificarse 
para las obras públicas e infraestructuras de interés general, pero es más 
difícil de justificar cuando se hace en beneficio del empresario-promotor.

La aplicación de la Ley tendrá dificultades por la incidencia del ciclo 
económico en que se promulga, marcado por la recesión que influye negati-
vamente en un renglón que ha constituido un reconocido motor de la econo-
mía. La incertidumbre no es un escenario positivo, que se intenta despejar 
con la obra pública y, en materia de urbanismo, con la política de vivienda 
de protección pública.
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